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                 FALLOS DE LA CORTE DE JUSTICIA DE SALTA 

RELATORÍA PENAL 
 

                                                             TOMO 200 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
ACLARATORIA .  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la aclaratoria solicitada a fs. 163 y vta.  
DOCTRINA: La aclaratoria es un remedio especialmente destinado a corregir las deficiencias de la parte 
dispositiva de la decisión judicial. 
     Corresponde el rechazo de la aclaratoria, si el planteo entraña, más bien, un pedido de explicaciones al 
Tribunal con relación a ciertos aspectos de la motivación que han sido claramente expuestos. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Catalano     DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “MARTÍNEZ, SERGIO LUIS - RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD” 
(Expte. Nº CJS 37.244/14) (Tomo 200: 937/942 – 08/septiembre/2015) 
 
COMPETENCIA PENAL . Conexidad. Imposibilidad de acumular causas regidas por normas procesales 
distintas.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Garantías de Séptima Nominación 
para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: No corresponde aplicar las reglas de conexidad, si en el caso se advierten motivos impeditivos 
de la acumulación pretendida, toda vez que la aplicación de las normas a los expedientes que registra el acu-
sado resultan de distinta naturaleza procesal, porque las causas que tramitan por ante otro tribunal se encuen-
tran regidas por el anterior Código Procesal Penal (Ley 6345), mientras que la que se pretende acumular está 
regulada en el nuevo Código de forma (Ley 7690). Ello en aras de resolver sin dilaciones innecesarias la si-
tuación de quien, sometido a proceso penal, padece la incertidumbre propia de un trámite abierto, satisfacien-
do, a la par, el interés social de descubrir la verdad y efectivizar, en su caso, el derecho penal de fondo. 
          El artículo 52 del Código Procesal Penal (Ley 7690) persigue evitar trámites procesales dispares que 
puedan provocar dilaciones indebidas, circunstancia que el legislador quiso soslayar, y que atenta contra prin-
cipios de orden superior que no pueden verse afectados en la actuación procesal. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C JAIME, OMAR GUSTAVO  - FLAGRANCIA Y ROBO SIMPLE - PIE-
ZAS PERTENECIENTES – COMPETENCIA” (Expte. N° CJS 37.841/15) (Tomo 200:  
963/968 - 09/setiembre/2015) 
 
COMPETENCIA PENAL . Imputados menores de edad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Menores de Tercera Nominación, 
del Distrito Judicial del Centro, para intervenir en autos.   
DOCTRINA:  El artículo 28 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias) establece una 
competencia excepcional, en la que la edad de los partícipes determina la actuación del juez de menores, tanto 
en la investigación como en el juzgamiento, debiendo relacionarse esa norma con la contenida en el artículo 
418 del mismo Código que sitúa a la justicia de menores en su exacta dimensión de excepcionalidad. 
          Resulta competente para intervenir el juez de menores, si en el caso los tres imputados resultaron ser 
menores de edad.  



TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C APARICIO, JULIO VÍCTOR; CASTILLO, NÉSTOR ADRIÁN Y AGUI-
RRE, FRANCO POR ROBO AGRAVADO – PIEZAS PERTENECIENTES – COMPE-
TENCIA” (Expte. Nº CJS 37.783/15)(Tomo 200: 437/442 - 19/agosto/2015) 
 
HONORARIOS . Recursos de casación, inconstitucionalidad y extraordinario federal, pautas. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. REGULAR los honorarios profesionales de la Dra. María Cecilia Martínez en la 
suma de $ 6.500 (pesos seis mil quinientos) por la tarea cumplida en esta instancia. 
DOCTRINA: Corresponde regular los honorarios de la letrada en su carácter de representante de los quere-
llantes, en los recursos de casación, inconstitucionalidad y extraordinario federal interpuestos por la defensa 
del imputado, conforme a las pautas indicativas contenidas en los artículos. 31, 4º incisos b), c) y d) y 5º del 
Decreto Ley  324/63, de conformidad con lo establecido por los artículos 15 de la Ley 6730 y 1º del Decreto 
1173/94 y atento la remisión dispuesta por el artículo 548 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y 
modificatorias), teniendo en cuenta el grado de complejidad de la tarea desarrollada. (Del voto de los Dres. 
Posadas, Samsón, Vittar, Catalano y Cornejo) 
                        A los fines de regular los honorarios de la letrada en su calidad de representante de los quere-
llantes, corresponde realizar el cálculo en base a las pautas indicativas del artículo 13 del Decreto Ley 324/63, 
de conformidad con lo establecido por los artículos 15 de la Ley 6730 y 1º del Decreto Nº 1173/94 y, atento la 
remisión dispuesta por el artículo 548 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias). 
(Del voto de los Dres. Díaz y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C OLIVA, CARLOS BENJAMÍN – PIEZAS PERTENECIENTES – RE-
CURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD” (Expte. Nº INC 36.012/14) 
(Tomo 200: 153/158 - 19/agosto/2015) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Artículo 241 del Código 
Procesal Penal (Ley 7690 y modificatorias). Aplicación de la ley procesal en materia penal. Plazo para la 
valoración inicial del fiscal. Ausencia de sentencia definitiva. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado interpuesta a 
fs. 27/29 vta. 
DOCTRINA: Corresponde rechazar la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si el pronuncia-
miento recurrido no es sentencia definitiva, ni resolución equiparable a tal, en que el acusado cuestiona la 
decisión del Tribunal sobre los efectos del vencimiento del término previsto para la valoración inicial del 
fiscal, en virtud de que el tema es contemplado por la nueva redacción otorgada por la Ley 7799 al artículo 
241 del Código Procesal Penal. 
        La Ley 7799 no contiene una norma sobre procesos pendientes ni regula expresamente las consecuencias 
de la sucesión legislativa operada. Las nuevas disposiciones rigen para los procesos en trámite, salvo actos 
precluidos.          
         El recurso de inconstitucionalidad tiene carácter excepcional y es, por ende, de interpretación restrictiva, 
por lo cual resulta inadmisible cuando se dirige contra sentencias en las cuales se resuelven cuestiones de 
hecho, prueba o derecho común y tampoco resulta procedente en supuestos de discrepancias con la valora-
ción, interpretación y conclusiones efectuadas en la sentencia por los jueces, por cuanto sólo opera en casos 
de sentencias arbitrarias. (Del voto de los Dres. Kauffman, Sansón, Díaz y Posadas) 
          Corresponde el rechazo de la queja, si en el caso no se advierten falencias o errores notorios y manifies-
tos que viabilicen dar trámite al recurso de inconstitucionalidad intentado. 
         La trascendencia de la queja radica en ser una garantía de seguridad procesal en orden a evitar la posibi-
lidad de una arbitrariedad o de un exceso de discrecionalidad que prive a la parte del derecho a una segunda 
instancia. 
          El recurso de inconstitucionalidad solamente es procedente contra sentencias definitivas o resoluciones 
equiparables a éstas. 
       Importa una confusión conceptual de categorías jurídicas distintas (ley penal sustantiva – ley procesal 
penal) la pretensión de la recurrente en el sentido de que su asistido adquirió el derecho a ser juzgado según la 
ley procesal vigente al momento de comisión del delito. 
       La facultad de cambiar las leyes de forma pertenece a la soberanía, y no existe derecho adquirido a ser 
juzgado por un determinado procedimiento, pues las normas procesales y jurisdiccionales son de orden públi-
co. (Del voto del Dr. Posadas) 
        Corresponde el rechazo de la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si en el caso no se 
verifica un supuesto de arbitrariedad por apartamiento evidente de la solución legal prevista para el caso o una 
decisiva carencia de fundamentación en el pronunciamiento impugnado. 
        En materia procesal penal rige, en general, el principio “tempus regit actum” que impone la regulación 
del caso por la ley adjetiva vigente al tiempo de su juzgamiento, es decir, al tiempo de cumplirse la actividad 
procesal respectiva. 



       No cabe conceder operatividad al principio de benignidad contenido en el artículo 2º del Código Penal –
que regula los efectos de la sucesión temporal de leyes penales sustantivas-, toda vez que “se trata de una 
garantía de derecho material, pues no existe una garantía constitucional o legal a ser juzgado por un procedi-
miento más favorable al encausado, ulterior a la comisión del delito. Las leyes ‘ex post facto’ inaplicables en 
el concepto de la Constitución, son las que se refieren a los delitos y al procedimiento para describirlos. (Del 
voto de los Dres. Catalano y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Catalano, Cornejo, Díaz    DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “ROMERO, MIGUEL ÁNGEL -  QUEJA POR REC. DE INCONST. DENE-
GADO” (Expte. Nº CJS 37.637/15)(Tomo 200: 1005/1024 - 09/setiembre/2015) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Falta de debida fundamenta-
ción. Allanamiento, domicilio 
CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado interpuesta a 
fs. 78/83 vta.  
DOCTRINA: Constituye un impedimento para la admisión de la queja el hecho de carecer ésta de la debida 
fundamentación, al haber omitido la impugnante demostrar la inexactitud de las razones en que se sustentó la 
denegatoria del recurso.  
          Corresponde el rechazo de la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si los agravios del 
recurrente en cuanto a la violación del domicilio fueron analizados correctamente en las diferentes instancias, 
de forma tal que no resultan atendibles por la vía del recurso extraordinario. (Del voto de los Dres. Kauffman, 
Samsón, Vittar, Díaz, Posadas y Catalano) 
         Corresponde el rechazo de la queja, si no se advierten en el caso irregularidades, vicios o motivos de 
arbitrariedad que habiliten la tramitación de la vía excepcional intentada, porque el quejoso se agravia de la 
pretendida irregularidad del allanamiento de morada dispuesto judicialmente en la causa, por la supuesta im-
precisión en la individualización del domicilio a registrar, pero del informe del Fiscal de Impugnación se 
infiere que si bien en el lugar existen dos construcciones distintas, ambas pertenecen a la misma familia y 
forman parte de un único inmueble. 
         A los fines del allanamiento, el concepto de domicilio debe ser interpretado ampliamente. (Del voto de 
los Dres. Posadas y Catalano) 
        El Tribunal recurrido no debe limitarse a denegar o conceder mecánicamente el recurso de inconstitucio-
nalidad sino que, valorando los agravios desde la óptica del recurrente, debe efectuar un juicio de probabili-
dad sobre la afectación de principios constitucionales 
        Corresponde hacer lugar a la queja, si se tacha de arbitrariedad la veda al examen de la fundabilidad de 
una decisión judicial, porque puede estar comprometida la propia facultad de controvertirla mediante las vías 
revisoras contempladas por el ordenamiento procesal, en afectación a su vez del derecho a recurrir consagrado 
por el artículo 8.2h de la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos, tratado internacional que 
forma parte del bloque de constitucionalidad. (Del voto del Dr. Cornejo)     
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “REARTE, DIEGO RAFAEL GREGORIO; CASASOLA, CRISTIAN CÉSAR - 
QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 37.670/15)  (Tomo 200: 
215/230 - 19/agosto/2015) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Procedencia. Derechos de 
defensa en juicio y el debido proceso.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja interpuesta a fs. 37/43 vta. de autos y, en su mérito, 
declarar mal denegado el recurso de inconstitucionalidad y requerir a la Sala I del Tribunal de Impugnación 
que remita los autos a esta Corte.  
DOCTRINA: Corresponde hacer lugar a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si los funda-
mentos expuestos por el tribunal mediante los cuales desestima los planteos de la impugnante aparecen como 
una indebida restricción a la vía recursiva utilizada y revelan un tratamiento inadecuado de la cuestión que no 
resulta suficiente para sustentar la decisión denegatoria, lo que constituye una lesión a los derechos de defensa 
en juicio y del debido proceso. (Del voto de los Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo y Posadas) 
          Constituye un impedimento para la admisión de la queja el hecho de carecer ésta de la debida funda-
mentación, ya que no se demuestra que los jueces del Tribunal de Impugnación hubieran fallado con incues-
tionable desapego a la ley, dado que lo controvertido atañe a la interpretación sobre la vigencia de leyes pro-
cesales sucesivas y además, se ha cumplido con la necesaria revisión de la resolución cuestionada, en razón de 
haber intervenido el tribunal de apelación, al que se accedió haciendo uso de ese recurso, con lo que se satis-
face la garantía de la doble instancia. (Del voto de los Dres. Díaz y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “RODRÍGUEZ, PATRICIA MÓNICA – QUEJA POR REC. DE INCONST. 
DENEGADO” (Expte. Nº CJS 37.631/15) (Tomo 200: 177/186 - 19/agosto/2015) 
 



QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO . Procedencia. Error en la 
aplicación de la ley procesal. 
 CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja interpuesta a fs. 18/23 y, en su mérito, declarar mal 
denegado el recurso de inconstitucionalidad y requerir a la Sala I del Tribunal de Impugnación que remita los 
autos a esta Corte. 
DOCTRINA: Corresponde hacer lugar a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si el impug-
nante ha efectuado una correcta relación entre la materia de que se trata y los derechos constitucionales que 
considera conculcados, en tanto se habría incurrido en un error en la aplicación de la ley procesal al confirmar 
el sobreseimiento del acusado por prescripción de la acción penal. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, 
Cornejo, Posadas y Samsón) 
          Constituye un impedimento para la admisión de la queja el hecho de carecer ésta de la debida funda-
mentación, ya que no se demuestra que los jueces del Tribunal de Impugnación hubieran fallado con incues-
tionable desapego a la ley, dado que lo controvertido atañe a la interpretación sobre la vigencia de leyes pro-
cesales sucesivas y a ello se suma que se ha cumplido con la necesaria revisión de la resolución cuestionada, 
en razón de haber intervenido el tribunal de apelación, al que se accedió haciendo uso de ese recurso, con lo 
que se satisface la doble instancia. 
         La interpretación de normas procesales resulta ajena al recurso extraordinario de inconstitucionalidad 
porque se refiere al ordenamiento de los juicios, que no afecta el fondo de las instituciones fundamentales que 
ese recurso extraordinario se propone salvaguardar. (Del voto de los Dres. Díaz y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón.    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “VILTE GALLARDO, GABRIEL ORLANDO – QUEJA POR RECURSO DE 
INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 37.612/14) (Tomo 200: 167/176 - 19/agosto/2015)  
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO.  Procedencia. Violación del 
derecho al doble conforme. Prescripción de la acción penal. Competencia recursiva de la Corte.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de inconstitucionalidad 
interpuesta a fs. 169/176 y, en su mérito, declaralo mal denegado y requerir a la Sala I del Tribunal de Impug-
nación que remita los autos a esta Corte.   
DOCTRINA: Corresponde hacer lugar a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si la quejosa, 
además de invocar la causal de arbitrariedad y la supuesta violación al derecho al doble conforme, ha puesto 
de manifiesto la posibilidad de la extinción de la acción penal por prescripción de la causa principal, por lo 
que pueden hallarse comprometidas garantías constitucionales. 
        La queja constituye un remedio por el cual, cuando sea indebidamente denegado un recurso que procede 
ante otro tribunal, puede la impugnación presentarse directamente ante éste, a fin de que se deje sin efecto 
dicha denegatoria  
         En virtud de la competencia recursiva de la Corte (artículo 153 ap. III inciso b) de la Constitución Pro-
vincial, en materia penal le compete conocer y decidir del recurso de inconstitucionalidad, regulado por los 
artículos 554, 555 y cctes. del Código Procesal Penal (Ley 7690 y modificatorias), así como la queja por su 
denegación, siempre que concurran los requisitos exigidos para ello. 
         Contra las resoluciones del Tribunal de Impugnación que deciden un recurso de apelación sólo corres-
ponde el recurso de inconstitucionalidad. 
         La apelación y la casación se establecen de modo imperativo y de manera progresiva en el proceso; la 
primera puede interponerse contra resoluciones de la etapa preparatoria, reservando la segunda a la sentencia 
y los autos dictados en la etapa de juicio que causen gravamen irreparable.  
         A su vez, contra las resoluciones de aquel órgano de segunda instancia –tanto las de competencia apela-
tiva como casatoria- sólo procede el recurso de inconstitucionalidad. 
   Por eso, dicho medio impugnativo ha sido ampliado a las causales de arbitrariedad, en absoluta conformidad 
al artículo 153, ap. III, inc. a) de la Constitución Provincial,  artículo 554 del Código Procesal Penal. (Del voto 
de los Dres. Catalano, Cornejo, Posadas y Samsón) 
          Corresponde el rechazo de la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, si el pronunciamiento 
impugnado no es sentencia definitiva ni equiparable a tal por causar un gravamen de imposible reparación 
ulterior, y los agravios referidos al doble conforme y al principio “pro homine” son inadmisibles, ya que tanto 
el juzgado de Garantías como el Tribunal de Impugnación rechazaron las excepciones articuladas por el recu-
rrente arribando a idéntica solución, tratándose de cuestiones de índole procesal, ajenas a la vía extraordinaria. 
         Lo que asegura la doble instancia o doble conforme en materia penal es la revisión amplia de la senten-
cia condenatoria, tal la interpretación que de la misma ha hecho la Corte Suprema de Justicia de la Nación en 
el fallo “Casal”, pero no abarca cualquier pronunciamiento cuando se trata de sentencias que no son definiti-
vas ni causan un agravio de imposible reparación. 
         El recurso de inconstitucionalidad resulta de carácter excepcional y de interpretación restrictiva, y que 
su admisión se circunscribe a los supuestos en que una cuestión constitucional, debidamente introducida, 
deviene esencial para la resolución de la causa. (Del voto de los Dres. Kauffman, Vittar y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “INCIDENTE DE APELACIÓN PRESENTADO POR EL DR. PALMIER DA-



RÍO FRANCISCO – QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 
37.661/15) (Tomo 200: 101/114 - 19/agosto/2015) 
 
QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA . Ausencia de mora; dictado de la resolución que se estimaba 
demorada.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por retardo de justicia deducida a fs. 12/14.  
DOCTRINA: La queja por retardo de justicia es un remedio que tiene por objeto subsanar las demoras en que 
puedan incurrir los tribunales inferiores en el dictado de las resoluciones que corresponda pronunciar en las 
causas a su cargo. 
           Corresponde el rechazo de la queja por retardo de justicia, si al tiempo de expedirse la Corte el juez de 
instancia ya había dictado la resolución reclamada por la quejosa. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli   CAU-
SA: “C/C ORELLANA, GUILLERMO ALFREDO - QUEJA POR RETARDO DE JUS-
TICIA” (Expte. Nº CJS 37.822/15)  (Tomo 200: 931/936 - 02/setiembre/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Abuso sexual con acceso carnal agravado por el número de partícipes. Homi-
cidio “criminis causae”; certeza para condenar; valoración de la prueba;, sana crítica, indicios. Pena de 
prisión perpetua. Inconstitucionalidad del artículo 14, segundo párrafo del Código Penal y del artículo 56 bis 
de la ley 24660. Constitucionalidad de la pena de prisión perpetua prevista en el artículo 80 inciso 7º del 
Código Penal. Violencia de género. Interés superior del niño. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1155/1167.  
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar a los acusados por el delito de abuso sexual con acce-
so carnal agravado por el número de partícipes y homicidio agravado “criminbis causae”, si el tribunal de 
juicio tuvo por probado que en ocasión en que la menor víctima vendía pan casero por las calles de la ciudad, 
la hicieron ingresar a un domicilio donde se encontraban circunstancialmente solos, procedieron a someterla 
sexualmente de manera violenta, para luego lesionarla mediante “puntazos” con un cuchillo en el cuello, lo 
que le produjo una mortal hemorragia, a partir del informe de autopsia, de estricto rigor científico, pero, ante 
la ausencia de pruebas directas sobre la autoría de estos graves eventos, recurrió al análisis exhaustivo de una 
serie de abundantes elementos indiciarios reunidos. 
           Si la sumatoria de indicios, que individualmente pueden tener explicaciones compatibles con otras 
hipótesis fácticas, en su valoración global permite ir descartando la probabilidad de que ellos indiquen una 
situación distinta a la imputación, entonces nos damos con que la duda que cada uno trae intrínsecamente se 
va transformando en un juicio de certeza. 
           No es inconstitucional la pena de prisión perpetua, porque nuestra Carta Magna (art. 18) no prohíbe esa 
clase de pena sino que protege la dignidad inherente a la persona humana, vedando las penas degradantes, 
crueles o inhumanas. 
           Dado que el artículo 14, segundo párrafo del Código Penal y el artículo 56 bis de la ley 24660, si bien 
están destinadas a restringir o prohibir ciertos beneficios atinentes a la etapa de ejecución de la pena, alteran 
“ab initio” sustancialmente la naturaleza de la pena establecida para el delito de homicidio “criminis causae”, 
tornando el encierro en realmente perpetuo al implicar que el mismo dure hasta el final de la vida del reo, ello 
habilita a los jueces del tribunal de juicio a pronunciarse sobre la adecuación de esa pena y de su desenvolvi-
miento en el tiempo a los principios constitucionales y convencionales. 
           Es justa la sanción establecida, que consiste en una pena de prisión perpetua no absoluta, es decir, sin 
las restricciones del artículo 14, segundo supuesto del Código Penal y del artículo 56 bis inciso 1º y último 
párrafo de la ley 24660 y que  guarda relación con los graves injustos que se tuvieron por probados, por lo que 
no se constata ninguna violación de la normativa constitucional. (Del voto de los Dres. Díaz, Posadas, Sam-
són, Vittar y Kauffman) 
          Es violencia contra la mujer la que se dirige contra ellas por el hecho mismo de serlo, por ser conside-
radas por sus agresores carentes de los derechos mínimos de libertad, respeto y capacidad de decisión. 
         La responsabilidad del Estado es central para una interpretación expansiva de los derechos humanos que 
busca incluir los derechos de las mujeres a la vida, libertad y seguridad personal. 
         El superior interés de los menores es el que debe regir en todas las decisiones que recaigan cuando las 
víctimas sean niñas, niños o adolescentes. 
         Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a su integridad física, sexual, psíquica y moral. (Del voto 
de la Dra. Kauffman) 
          Es plenamente válida la condena de los imputados por el delito de abuso sexual con acceso carnal agra-
vado por la intervención de dos o más participes en concurso real con homicidio agravado “criminis causae”, 
si el tribunal de juicio, en los fundamentos de la sentencia ha cumplido con una ponderación completa de los 
hechos, estableciéndose, de acuerdo a las circunstancias de persona, tiempo, modo y lugar, el accionar de los 
acusados tal cual ha ocurrido, sobre la base de un nutrido plexo probatorio, especialmente las deposiciones de 
los testigos e imputados que fueron detalladamente evaluadas. 
         Es justa la pena de prisión perpetua impuesta, si el tribunal tuvo en cuenta la gravedad del delito come-
tido que atenta contra dos de los bienes jurídicos protegidos más importantes cuales son la vida y la integridad 



sexual, el modo en que se perpetraron los injustos y que la víctima tenía apenas nueve años de edad, carente 
de toda defensa. 
        El Tribunal de Casación no debe subrogar al de juicio avasallando los beneficios de la inmediación que 
da razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal y que, además, le está vedado asignar crédito o restárselo 
a una prueba producida en la audiencia de debate que el juez de grado conoció de manera directa, salvo que su 
apreciación aparezca dotada de un sustento arbitrario por contrariar las normas de la sana crítica racional, o 
que no se halle acompañada de fundamento alguno. 
           Es constitucional la pena de prisión perpetua prevista en el artículo 80 inciso 7º del Código Penal, 
porque nuestra Carta Magna (art. 18) no prohíbe esa clase de pena sino que protege la dignidad inherente a la 
persona humana, vedando las penas degradantes, crueles o inhumanas. 
           Son inconstitucionales el artículo 14 del Código Penal, segundo párrafo y el artículo 56 bis de la ley 
penitenciaria, porque vulneran los principios constitucionales de igualdad ante la ley, razonabilidad de los 
actos republicanos de gobierno, el fin específico convencionalmente declarado de la pena privativa de la liber-
tad -esto es, la resocialización o readaptación social de los penados-, y el consecuente sistema progresivo para 
la consecución del fin. (Del voto del Dr. Cornejo) 
          Es plenamente válida la condena de los acusados por los delitos de abuso sexual con acceso carnal 
agravado por la intervención de dos o más participes en concurso real con homicidio agravado “criminis cau-
sae”, si a tenor de los hechos suficientemente probados, el fallo se halla debidamente fundado en una motiva-
ción legal y con observancia de las normas de razonabilidad. 
            Es constitucional el artículo 80 del Código Penal en tanto admite la pena de prisión perpetua impuesta 
a los condenados, pues la Constitución Nacional no contiene ninguna prohibición expresa acerca de las medi-
das de las penas de reclusión o prisión, sino que protege la dignidad inherente a la persona humana, vedando las 
penas degradantes, crueles o inhumanas. 
           Es justa la pena de prisión perpetua impuesta al acusado por resultar coautor de los delitos de abuso 
sexual con acceso carnal agravado por el número de partícipes en concurso real con homicidio doblemente 
calificado, si a tenor de los hechos suficientemente probados, la sentencia contiene una adecuada fundamenta-
ción, y una valoración integral y armónica de la prueba producida, habiendo logrado acreditar las conductas 
endilgadas a los imputados. 
          Son inconstitucionales los artículos 14 segundo párrafo del Código Penal y 56 bis de la ley 24660, en 
tanto por razones de política criminal se considera que quienes han cometido delitos como el homicidio “cri-
minis causae”, entre otros, no pueden acceder a la libertad condicional (anticipada), aún cuando hayan cum-
plido los 35 años de encierro, pues en esos casos el legislador se ha apartado del principio de readaptación 
que, por mandato constitucional preside la ejecución de la pena privativa de la libertad, lo cual afecta el prin-
cipio de igualdad ante la ley y es contrario a la dignidad del ser humano porque una pena a perpetuidad –sin 
posibilidad de egreso- es una forma de pena cruel, inhumana y degradante, que puede definirse como una 
pena de muerte en sentido material. (Del voto del Dr. Catalano)  
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C L.R.A.; S.R.S.; I.J.R. – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
37.395/14)(Tomo 200: 645/684 – 19/agosto/2015) 
 
RECURSO DE CASACION. Abuso sexual con acceso carnal agravado por el número de partícipes. Homi-
cidio “criminis causae”; certeza para condenar; sistema de libertad probatoria. Pena de prisión perpetua. 
Inconstitucionalidad del artículo 14, segundo párrafo del Código Penal y del artículo 56 bis de la ley 24660. 
Constitucionalidad de la pena de prisión perpetua prevista en el artículo 80 inciso 7º del Código Penal. Vio-
lencia de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación interpuesto a fs. 
2044/2060 vta. y, en su mérito, declarar la inconstitucionalidad del art. 14, 2º párrafo del C.P. y del art. 56 bis 
de la Ley 24660, y su inaplicabilidad en el presente caso, manteniendo la sentencia de fs. 1947/1949, cuyos 
fundamentos obran a fs. 1995/2036 vta. en todo lo demás.  
DOCTRINA: Corresponde declarar la inconstitucionalidad del artículo 14, segundo párrafo del Código Penal 
y del artículo 56 bis de la ley 24660, porque vulneran los principios constitucionales de igualdad ante la ley, 
razonabilidad de los actos republicanos de gobierno, el fin específico convencionalmente declarado de la pena 
privativa de la libertad -esto es, la resocialización o readaptación social de los penados-, y el consecuente 
sistema progresivo para la consecución de ese fin. 
         No es inconstitucional la pena de prisión perpetua  prevista en el artículo 80 inciso 7º del Código Penal, 
porque nuestra Carta Magna (art. 18) no prohíbe esa clase de pena sino que protege la dignidad inherente a la 
persona humana, vedando las penas degradantes, crueles o inhumanas. 
         Existe la certeza necesaria para condenar a los acusados como coautores  del delito de abuso sexual con 
acceso carnal agravado por el número de partícipes en concurso real con homicidio doblemente calificado, si 
en la sentencia el tribunal de juicio valoró la prueba de cargo conforme a los principios de la sana crítica ra-
cional, especialmente la prueba de ADN incorporada que involucra a ambos autores, el reconocimiento de 
uno de ellos en el sentido de que una vez producidas las conductas abusivas procedieron a darle muerte a la 
víctima con el fin de procurar la impunidad, las declaraciones de los testigos, las actas de secuestro de la ves-



timenta del imputado, el informe del CIF sobre las prendas secuestradas y el informe socio-ambiental de am-
bos imputados. 
          En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria  y la libre convicción del juez o sana crítica 
racional. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios des-
criptos en la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar la existen-
cia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento humano, sin 
sujeción a directiva o tasación legal alguna. (Del voto de los Dres. Cornejo, Samsón, Díaz, Posadas, Vittar y 
Catalano) 
           Corresponde declarar la inconstitucionalidad de los artículos 14 del Código Penal y 56 bis de la Ley 
24660, toda vez que son el producto legislativo de una política criminal irrazonable y desproporcionada, tra-
zada a espaldas de la Constitución Nacional, que antepone la concepción peligrosista  del “derecho penal de 
autor” a la real eficacia y evolución individual del tratamiento penitenciario, y chocan con lo dispuesto por el 
artículo 13 del Código Penal, que por adecuarse al derecho constitucional argentino (arts. 18 y 75 inc. 22 de la 
C.N.) debe ser preferido y mantenido incólume. 
            La libertad condicional es, en definitiva, una suspensión condicionada, al efectivo cumplimiento de 
ciertos requisitos, de la ejecución de una parte de la pena privativa de la libertad. 
           Reunidas las condiciones normativas impuestas por el artículo 13 del Código Penal y comprobada la 
aptitud individual del penado para comprender y acatar la ley y, en consecuencia, reinsertarse a la sociedad, 
todo condenado adquiere el derecho a que se le conceda la libertad condicional, en los términos y bajo los 
presupuestos previstos por el sistema penal. (Del voto de los Dres. Posadas y Vittar) 
           Es constitucional el artículo 80 del Código Penal en tanto admite la pena de prisión perpetua impuesta 
a los condenados, pues la Constitución Nacional no contiene ninguna prohibición expresa acerca de las medi-
das de las penas de reclusión o prisión y, por lo tanto, el legislador tiene la más amplia libertad para establecer 
su dosificación, sino que protege la dignidad inherente a la persona humana, vedando las penas degradantes, 
crueles o inhumanas. 
           Es justa la pena de prisión perpetua impuesta al acusado por resultar coautor de los delitos de abuso 
sexual con acceso carnal agravado por el número de partícipes en concurso real con homicidio doblemente 
calificado, si a tenor de los hechos suficientemente probados, la sentencia contiene una adecuada fundamenta-
ción, y una valoración integral y armónica de la prueba producida, habiendo logrado acreditar las conductas 
endilgadas a los imputados. 
          Son inconstitucionales los artículos 14 segundo párrafo del Código Penal y 56 bis de la ley 24660, en 
tanto por razones de política criminal se considera que quienes han cometido delitos como el homicidio “cri-
minis causae”, entre otros, no pueden acceder a la libertad condicional (anticipada), aún cuando hayan cum-
plido los 35 años de encierro, pues en esos casos el legislador se ha apartado del principio de readaptación 
que, por mandato constitucional preside la ejecución de la pena privativa de la libertad, lo cual afecta el prin-
cipio de igualdad ante la ley y es contrario a la dignidad del ser humano porque una pena a perpetuidad –sin 
posibilidad de egreso- es una forma de pena cruel, inhumana y degradante, que puede definirse como una 
pena de muerte en sentido material. (Del voto del Dr. Catalano)  
          Es constitucional el artículo 14 del Código Penal donde se incorpora a través de la Ley 25892, la prohi-
bición de conceder la libertad condicional para el caso del delito de homicidio “criminis causae”, pues las 
razones de su agregado obedecen a la presencia de un claro objetivo de política criminal: excluir el mayor 
tiempo posible de la sociedad a aquellos sujetos que sean condenados por la comisión de delitos considerados 
por el legislador como especialmente disvaliosos, con el fin de resguardar la vida como valor supremo. 
         El beneficio de la libertad condicional no viene impuesto por la Constitución Nacional; y si por opción 
legal el legislador estableció el régimen, está dentro de sus facultades reglamentar razonablemente cuándo y 
en qué casos procede y a qué condiciones habrá de someterse al liberado; así como prever los supuestos de su 
improcedencia siempre que el criterio de exclusión resulte atendible y justificado, marcando una pauta de 
política penitenciaria que se asienta en un dato insoslayable de la realidad 
          Desde el ámbito de los instrumentos de derechos humanos comprendidos por la Constitución Nacional, 
no es posible concluir en la inconstitucionalídad de la prisión perpetua ni que ella pueda significar la afecta-
ción de la integridad personal, de la garantía de igualdad ante la ley o del principio de culpabilidad. 
         Es violencia de género toda conducta, acción u omisión, que de manera directa o indirecta, tanto en el 
ámbito público como en el privado, basada en una relación desigual de poder, afecte su vida, libertad, digni-
dad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, como así también su seguridad personal.  
(Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano    DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C COSTILLA, ÁLVARO GABRIEL; HERRERA, WALTER JESÚS – RE-
CURSO DE CASACION” (Expte. Nº CJS 37.398/14) (Tomo 200: 537/584 - 19/agosto/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual; calificante por la guarda; valoración de la prueba, 
sana crítica; certeza para condenar. Violencia de género. Interés superior del niño. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 501/507.  



DOCTRINA: Es plenamente válida la condena del acusado por los delitos de abuso sexual con acceso carnal 
agravado por la guarda y abuso sexual simple agravado por la guarda en concurso real, si el tribunal de juicio 
tuvo por acreditados los hechos a partir de los dichos de la niña, del informe psicológico que refiere a la au-
sencia de indicadores de fabulación o mendacidad y de los testimonios coincidentes de la madre y la maestra 
de la menor, con lo cual ha satisfecho las exigencias de toda decisión jurisdiccional producida dentro del 
marco de legalidad y razonabilidad de sus fundamentos al contar con una debida motivación. 
         En la guarda se halla implícito el deber moral de asumir el amparo físico y moral del menor, con la 
confianza de que habrá de ser resguardado debidamente. 
         La calificante por la guarda es acertada, si de la prueba incorporada en la causa surge que la víctima 
consideraba al imputado parte integrante de su familia y depositaba en él su confianza. 
         Los delitos de contenido sexual se cometen generalmente sin la presencia de testigos, y por ello adquie-
ren fundamental relevancia los dichos de la víctima, al extremo de que nada impide que un pronunciamiento 
condenatorio se sustente sólo en la declaración testimonial de ésta, siempre y cuando sea objeto de un riguro-
so análisis y se expongan los aspectos que determinan que le sea asignada credibilidad, convirtiéndola en un 
elemento preponderante por sobre la negativa del acusado. 
          La certeza necesaria para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama totalmente des-
provisto de elementos favorables a la posición del acusado; es claro que una exigencia de tal naturaleza de-
terminaría que prácticamente cualquier movimiento defensivo en el plano de la prueba, o cualquier debilidad 
de la evidencia, aún de la incorporada de oficio o a pedido de la parte acusadora, frustraran la posibilidad de 
una condena. Sin embargo, la viabilidad de un pronunciamiento contrario al acusado requiere un convenci-
miento razonablemente alcanzado mediante el triunfo racional de los factores incriminantes por sobre los que 
revisten carácter neutro o favorable al encausado. (Del voto de los Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Díaz, 
Posadas y Kauffman) 
         En los delitos contra la integridad sexual, normalmente existen serias dificultades para desentrañar lo 
verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con sigilo y sibilinamente dado que tal 
es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a hurtadillas precisamente para no ser 
descubiertos. 
         El abuso sexual infantil agravado por la guarda supone la existencia de una relación de poder sobre los 
niños y niñas ejercido por un adulto para su gratificación sexual, relación en la cual la abusada no tiene posi-
bilidades efectivas de manifestar su consentimiento 
         Cuando exista conflicto entre los derechos e intereses de las niñas, niños o adolescentes, frente a otros 
derechos e intereses igualmente legítimos, prevalecerán los primeros. (Del voto del Dr. Cornejo) 
         Se configura un típico caso de violencia contra la mujer, si la víctima del delito de abuso sexual era una 
niña cuando, quien estaba a cargo de su guarda, mediante tocamientos la atacó sexualmente en oportunidad en 
que la menor dormía en casa del imputado. 
         Es violencia contra la mujer cualquier acción basada en su género, que le cause muerte, daño o sufri-
miento físico, sexual o psicológico, tanto en el ámbito público como en el privado. (Del voto de la Dra. Kauff-
man) 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C ARMATA, LEANDRO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
37.179/14) (Tomo 200: 241/266 - 19/agosto/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de portación de armas de fuego de uso civil agra vado por registrar 
antecedentes penales. Constitucionalidad del artículo 189 bis, inciso segundo, párrafo octavo del Código 
Penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 377/382 vta. y, en su 
mérito, revocar los puntos I y II de la sentencia de fs. 349, cuyos fundamentos obran a fs. 363/373 y ordenar 
que bajen los autos al tribunal de origen con el fin de que imponga la pena correspondiente al delito de porta-
ción ilegal de arma de fuego de uso civil agravada, de conformidad con el octavo párrafo, inc. 2º del art. 189 
bis del C.P.  
DOCTRINA: No es inconstitucional el artículo 189 bis, inciso segundo párrafo octavo del Código Penal, que 
agrava la pena del delito de portación de armas de fuego de uso civil a quienes registren antecedentes penales, 
porque el legislador ha tenido como fin resguardar la seguridad social y poner fin a desmedidas conductas 
violentas que se tornan habituales, máxime cuando el bien jurídico protegido es la vida humana, que se en-
cuentra potencialmente afectada por quien ha demostrado un sentimiento de valor negativo hacia la sanción 
penal que le hubiera sido impuesta. 
           La pena más grave prevista en el artículo 189 bis, inciso segundo párrafo octavo del Código Penal no 
es cruel, no impone una mortificación mayor que la privación de libertad que de por sí porta, ni su intensidad 
es repugnante a la dignidad humana pues no expresa ninguna desmesura extrema entre las privaciones que 
implica y el disvalor del delito para el que está prevista. 
          La inconstitucionalidad es un remedio extremo, que sólo puede operar cuando no resta posibilidad 
interpretativa alguna de compatibilizar la ley con la Constitución Nacional y los tratados internacionales que 



forman parte de ella, dado que siempre importa desconocer un acto de poder de inmediata procedencia de la 
soberanía popular, cuya canalización no puede ser republicanamente saludable. 
          La misión del Poder Judicial consiste en asegurar la supremacía de la Constitución y, como eventual 
consecuencia, invalidar las disposiciones que se encuentren en clara y abierta pugna con su texto.  (Del voto 
de los Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Díaz, Catalano y Cornejo) 
           La declaración de inconstitucionalidad no ha de efectuarse en términos generales o teóricos, porque se 
trata de la función más delicada de los jueces. 
          La Constitución Nacional no contiene ninguna prohibición expresa acerca de las medidas de las penas 
de reclusión o prisión y, por lo tanto, el legislador tiene la más amplia libertad para establecer su dosificación. 
           Se puede introducir una cuestión constitucional cuando se imputa a la ley crueldad o desproporcionali-
dad respecto de la ofensa atribuida, lo que equivale a cuestionar su razonabilidad, pero el juicio sobre tal ra-
zonabilidad no puede fundarse exclusivamente en la comparación de las penas conminadas para los distintos 
delitos definidos en el catálogo penal. 
           El control de razonabilidad no puede llevarse al extremo que importe una suerte de modificación del 
orden jurídico vigente, en sustitución del rol específico que corresponde al legislador, toda vez que al ejercer 
el elevado control de constitucionalidad de las leyes todo tribunal debe imponerse la mayor mesura, mostrán-
dose tan celoso en el uso de las atribuciones que le son propias, cuanto en el respeto de las que la Constitución 
asigna, con carácter privativo, a los otros poderes del Estado. (Del voto del Dres. Catalano y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C ÁNGEL, JOSÉ MATÍAS – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
37.432/14) (Tomo 200: 187/206 - 19/agosto/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Necesidad de valorar las circunstancias parti-
culares del caso. Violencia de género. Interés superior del niño. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 20/23 vta.. 
DOCTRINA: En virtud del carácter provisorio que informa a las resoluciones anteriores a la sentencia defini-
tiva, los jueces pueden concluir en la necesidad de celebrar el juicio oral y público a efectos de adquirir la 
certeza necesaria sobre el hecho, sus particularidades de comisión, su calificación definitiva y el reproche 
penal que concretamente cabría imponer, extremos que de encontrar debida motivación, otorga sustento jurídico 
suficiente a la decisión de denegar el beneficio. 
          No procede la suspensión del juicio a prueba, si en el caso se configuraría un supuesto de violencia de 
género donde se imputa al acusado el delito de lesiones en perjuicio de la nieta de su concubina. 
          Puede válidamente denegarse el beneficio de la suspensión del juicio a prueba en resguardo de intereses 
superiores como es la protección integral de los menores de edad y la necesidad de dilucidar lo ocurrido reali-
zando el juicio oral y público. (Del voto de los Dres. Catalano, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón y Vittar) 
          El niño tiene derecho a una especial protección, de modo que ante cualquier conflicto de intereses de 
igual rango, el interés moral y material de los menores debe tener prioridad sobre cualquier otra circunstancia 
que pueda ocurrir en cada caso. 
          No procede la suspensión del juicio a prueba en casos de violencia contra las mujeres, por lo cual, la 
adopción de alternativas distintas a la definición del caso en la instancia del debate oral es improcedente. 
          Corresponde al Estado, en virtud del compromiso asumido a través de las leyes y convenciones, diluci-
dar la responsabilidad del acusado la que sólo podrá ser determinada tras un juicio oportuno, brindando de esa 
forma a la víctima un efectivo acceso a la justicia conforme lo establece el artículo 7º inciso f) de la Conven-
ción de Belém do Pará, cuadro que resulta totalmente contrario al instituto de la suspensión del juicio a prue-
ba.  (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C GÓMEZ, ELVECIO SATURNINO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE 
JUICIO A PRUEBA EN LA CAUSA Nº 17173/2012 – RECURSO DE CASACIÓN” (Ex-
pte. Nº CJS 37.142/14)  (Tomo 200: 275/288- 19/agosto/2015) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; nulidad de la resolución por falta de interven-
ción previa del damnificado ante el ofrecimiento de reparación del daño. Concurso real de delitos.   
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la nulidad de la resolución de fs. 19 y vta., con alcance a todos los 
actos conexos y los actos cumplidos en el presente incidente de suspensión del juicio a prueba. II. ORDENAR 
que bajen los autos al tribunal de origen a fin de que, previo a resolver sobre el pedido de suspensión del jui-
cio a prueba de Juan Pablo Ruarte, dé intervención a las partes y damnificado y analice la concurrencia de los 
requisitos pertinentes, conforme a considerandos. 
DOCTRINA: Corresponde declarar la nulidad de la resolución que deniega al imputado el beneficio de la 
suspensión del juicio a prueba, si el tribunal, ante el ofrecimiento de reparación del daño por parte del impu-
tado, omitió correr previo traslado al damnificado a fin de que se expida sobre su aceptación o rechazo, lo 
cual configura un vicio "in procedendo" que descalifica como acto jurisdiccional válido al auto recurrido. 
          Constituye una exigencia previa emanada de la función jurisdiccional, el control -aún de oficio- del 
desarrollo del proceso cuando están comprometidos aspectos que atañen al orden público, siendo que la even-



tual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecte una garantía constitucional, no 
podría convalidarse. 
        Ante el supuesto de concurso real de delitos, no es viable conceder la suspensión del juicio a prueba para 
uno o alguno de los delitos imputados y para otros no, máxime si no se dictó auto liberatorio en las otras cau-
sas que surgen de la planilla prontuarial, pues tal proceder resulta contrario a las expresas previsiones del 
Código Penal. (Del voto de los Dres. Samsón, Díaz, Kauffman, Posadas y Catalano) 
        Corresponde revocar la resolución que deniega la suspensión del juicio a prueba, ante la falta de inter-
vención de la víctima frente al ofrecimiento de reparación del daño que efectúa el imputado, porque ello im-
plica una inobservancia esencial de la ley, en cuanto ese ofrecimiento se dirige al damnificado del delito que 
puede o no aceptarlo, pero siempre necesariamente debe tener la posibilidad de pronunciarse previamente al 
examen sobre su razonabilidad que luego efectúa el tribunal, no después de recaído o mediante el ejercicio de 
facultades distintas como son las recursivas. (Del voto del Dr. Vittar) 
        Ante el supuesto de concurso real de delitos, no es viable conceder la suspensión del juicio a prueba para 
uno o algunos de los delitos imputados y para otros no, pues   la selectividad del trámite del instituto respecto 
de solamente un imputado infringe la finalidad que lo rige y actualiza distintas aplicaciones del derecho in-
conciliables entre sí, que constituyen vicios graves que afectan los actos cumplidos y el debido proceso, pro-
vocando una nulidad de carácter absoluto. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C RUARTE, JUAN PABLO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO 
A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 37.435/14(Tomo 200:  27/44 - 
19/agosto/2015) 
 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD . Competencia federal. Dirección General de Rentas. San-
ción fiscal. Decomiso. Materia aduanera.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la incompetencia de los tribunales provinciales para conocer en la 
presente causa. 
DOCTRINA: Corresponde a los jueces federales el conocimiento de las causas en que sea parte un recauda-
dor de rentas de la Nación, siempre que se trate de hechos que tengan relación con la renta y el servicio públi-
co. 
          La competencia en razón de la materia es improrrogable y sus caracteres encuentran su real y primor-
dial apoyatura en la imperiosa necesidad de salvaguardar la supremacía del orden público federal y en la im-
posibilidad de resignar a favor de los tribunales locales aquellas materias que, por haber sido delegadas exclu-
sivamente por las provincias al gobierno federal, deben ser juzgadas de modo privativo y excluyente por los 
tribunales federales, debiendo aquéllos, en el caso de radicación de tales causas, apartarse aun de oficio. 
          El Código Aduanero es de indudable naturaleza federal porque su normativa se relaciona con una de las 
funciones esenciales del Estado Nacional establecida en el artículo 75, inciso 1º de la Constitución Nacional. 
           La naturaleza federal del Código Aduanero proviene del bien jurídico que protege, cuyo propósito es 
preservar la intangibilidad de la renta aduanera del Estado Nacional y el debido contralor del tráfico interna-
cional 
         La competencia federal en razón de la materia persigue afirmar atribuciones del gobierno federal en las 
causas relacionadas con la Constitución Nacional, tratados y leyes nacionales; es improrrogable hacia los 
tribunales de provincia, toda vez que no se concibe institucionalmente que los pleitos suscitados con base en 
el derecho federal, queden a merced de la interpretación que hagan los órganos jurisdiccionales provinciales 
ajenos al gobierno federal del cual aquel derecho emanó. (Del voto de los Dres. Catalano, Vittar, Cornejo y 
Posadas) 
         Determinar las infracciones fiscales, sus sanciones y las disposiciones que sean necesarias para hacerlas 
efectivas, es una competencia provincial ejercida de acuerdo a lo previsto en el artículo 12 de la Constitución 
Nacional y a los artículos 66, 67, 127 incisos 11 y 16 de la Constitución Provincial. 
         Las facultades ejercitadas por la Dirección General de Rentas en relación al control del transporte de 
mercadería dentro de la jurisdicción provincial, no exorbita sus propios cometidos ya que la finalidad de la 
introducción de las figuras del decomiso y la clausura en el Código Fiscal obedecen a propósitos de intensifi-
car la lucha contra la evasión fiscal, objetivo en que se encuentra interesado el orden federal y al que las pro-
vincias convergen a apoyar adoptando políticas fiscales como la que, en el caso del decomiso, resulta ejerci-
tada y que de ningún modo significa trabar la libre circulación de productos, constituir aduanas interiores o 
interferir en la labor de la aduana nacional 
            Se debe rechazar el recurso de inconstitucionalidad interpuesto contra la resolución que, en fase apela-
tiva y fundada en que el transportista no contaba con la documentación legal exigida para el transporte de 
granos internacional, confirmó la sanción de decomiso impuesta por la Dirección General de Rentas, en tanto 
el tribunal de apelación confirmó la validez de la sanción de decomiso en razón de que el remito clase “R”, 
que el transportista presentó a los agentes del organismo fiscal, carecía de aptitud respaldatoria de la opera-
ción en los términos del artículo 57 del Código Fiscal. (Del voto de los Dres. Díaz, Kauffman y Samsón) 



         No corresponde declarar la incompetencia de los tribunales provinciales para entender en la causa donde 
lo que se discute es la posibilidad de aplicación de la resolución general conjunta Nº 2595/09 de la AFIP-DGI 
y de la resolución Nº 3253/90 del ONCCA, por la Dirección General de Rentas de la Provincia de Salta, pues 
este organismo se encuentra adherido a las referidas resoluciones, y las facultades de control que le asigna el 
artículo 57 del Código Fiscal no interfieren en modo alguno con la fiscalización encomendada a la Dirección 
General de Aduanas y a la Oficina Nacional de Control Comercial Agropecuario. (Del voto del Dr. Samsón) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Días, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar   DOCTRINA: Dra. 
Galli  CAUSA: “QUIROGA, WALTER RICARDO – RECURSO DE INCONSTITUCIO-
NALIDAD” (Expte. Nº CJS 35.141/11)(Tomo 200: 419/436 - 19/agosto/2015) 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD . Competencia federal. Dirección General de Rentas. San-
ción fiscal. Decomiso. Materia aduanera.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la incompetencia de los tribunales provinciales para intervenir en 
la presente causa.   
DOCTRINA: Corresponde a los jueces federales el conocimiento de las causas en que sea parte un recauda-
dor de rentas de la Nación, siempre que se trate de hechos que tengan relación con la renta y el servicio públi-
co. 
          La competencia en razón de la materia es improrrogable y sus caracteres encuentran su real y primor-
dial apoyatura en la imperiosa necesidad de salvaguardar la supremacía del orden público federal y en la im-
posibilidad de resignar a favor de los tribunales locales aquellas materias que, por haber sido delegadas exclu-
sivamente por las provincias al gobierno federal, deben ser juzgadas de modo privativo y excluyente por los 
tribunales federales, debiendo aquéllos, en el caso de radicación de tales causas, apartarse aun de oficio. 
          El Código Aduanero es de indudable naturaleza federal porque su normativa se relaciona con una de las 
funciones esenciales del Estado Nacional establecida en el artículo 75, inciso 1º de la Constitución Nacional. 
           La naturaleza federal del Código Aduanero proviene del bien jurídico que protege, cuyo propósito es 
preservar la intangibilidad de la renta aduanera del Estado Nacional y el debido contralor del tráfico interna-
cional 
         La competencia federal en razón de la materia persigue afirmar atribuciones del gobierno federal en las 
causas relacionadas con la Constitución Nacional, tratados y leyes nacionales; es improrrogable hacia los 
tribunales de provincia, toda vez que no se concibe institucionalmente que los pleitos suscitados con base en 
el derecho federal, queden a merced de la interpretación que hagan los órganos jurisdiccionales provinciales 
ajenos al gobierno federal del cual aquel derecho emanó. (Del voto de los Dres. Catalano, Vittar, Cornejo y 
Posadas) 
              Determinar las infracciones fiscales, sus sanciones y las disposiciones que sean necesarias para 
hacerlas efectivas, es una competencia provincial ejercida de acuerdo a lo previsto en el artículo 12 de la 
Constitución Nacional y a los artículos 66, 67, 127 incisos 11 y 16 de la Constitución Provincial. 
              Las facultades ejercitadas por la Dirección General de Rentas en relación al control del transporte de 
mercadería dentro de la jurisdicción provincial, no exorbita sus propios cometidos ya que la finalidad de la 
introducción de las figuras del decomiso y la clausura en el Código Fiscal obedecen a propósitos de intensifi-
car la lucha contra la evasión fiscal, objetivo en que se encuentra interesado el orden federal y al que las pro-
vincias convergen a apoyar adoptando políticas fiscales como la que, en el caso del decomiso, resulta ejerci-
tada y que de ningún modo significa trabar la libre circulación de productos, constituir aduanas interiores o 
interferir en la labor de la aduana nacional 
             Se debe rechazar el recurso de inconstitucionalidad interpuesto contra la resolución que, en fase ape-
lativa y fundada en que el transportista no contaba con la documentación legal exigida para el transporte de 
granos internacional, confirmó la sanción de decomiso impuesta por la Dirección General de Rentas, en tanto 
el tribunal de apelación confirmó la validez de la sanción de decomiso en razón de que el remito clase “R”, 
que el transportista presentó a los agentes del organismo fiscal, carecía de aptitud respaldatoria de la opera-
ción en los términos del artículo 57 del Código Fiscal. (Del voto de los Dres. Díaz, Kauffman y Samsón) 
           No corresponde declarar la incompetencia de los tribunales provinciales para entender en la causa 
donde lo que se discute es la posibilidad de aplicación de la resolución general conjunta Nº 2595/09 de la 
AFIP-DGI y de la resolución Nº 3253/90 del ONCCA, por la Dirección General de Rentas de la Provincia de 
Salta, pues este organismo se encuentra adherido a las referidas resoluciones, y las facultades de control que 
le asigna el artículo 57 del Código Fiscal no interfieren en modo alguno con la fiscalización encomendada a la 
Dirección General de Aduanas y a la Oficina Nacional de Control Comercial Agropecuario. (Del voto del Dr. 
Samsón) 
 TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Días, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “QUIROGA, WALTER RICARDO – RECURSO DE INCONSTITUCIONALI-
DAD” (Expte. Nº CJS 36.884/13) (Tomo 200: 289/308 - 19/agosto/2015) 
 
RECURSO DE REPOSICIÓN O REVOCATORIA . Resolución definitiva emanada de la Corte de Justi-
cia. Preclusión procesal. Llamado de atención al letrado.  



CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de reposición interpuesto a fs. 2788/2790. II. 
LLAMAR la atención al abogado Dr. Orfeo Maggio en los términos señalados en los considerandos. 
DOCTRINA: Ante la resolución definitiva emanada de la Corte de Justicia que rechazó la concesión del re-
curso extraordinario federal no cabe ninguna articulación de la parte por ante ese Tribunal, por lo que el re-
curso de revocatoria “con apelación en subsidio” ante el rechazo del recurso de nulidad es manifiestamente 
improcedente. 
          Cuando en una determinada cuestión se ha cerrado el debate debido al ejercicio o pérdida de la corres-
pondiente facultad procesal que tenían las partes para sustentar sus pretensiones, esa cuestión ha quedado 
precluída, es decir, que ya no puede volver a ser discutida por haberse consumado dicha facultad procesal. 
          El instituto de la preclusión es de orden público y con él se persigue que los actos procesales cumplidos 
queden firmes y no pueda volverse sobre ellos, prolongando indefinidamente la duración de los procesos.  
          Corresponde llamar la atención al letrado, mediante las potestades previstas en el artículo 112 del Códi-
go Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias), las cuales constituyen una específica manifesta-
ción de la dirección del proceso y proceden ante las faltas cometidas en las presentaciones traídas a conoci-
miento del Tribunal, si su conducta en el proceso implica la reiteración de planteos manifiestamente inadmi-
sibles. (Del voto de los Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar y Díaz) 
          El recurso de reposición o revocatoria procede siempre que quien lo interpone tenga un interés que lo 
justifique, el que se halla determinado por el perjuicio o gravamen que la providencia le ocasiona, y ese inte-
rés debe tenerse por configurado cuando el recurso se presenta como el remedio capaz de excluir el perjuicio 
invocado.  
         No procede la impugnación contra decisiones de la Corte, como es la denegación del recurso extraordi-
nario federal interpuesto por la defensa, al no cumplir con los requisitos objetivos para instar el pronuncia-
miento judicial que se pretende; y su insistencia sólo podría tener lugar presentando queja ante la Corte Su-
prema de Justicia de la Nación.  
        Conforme a los principios de taxatividad o legalidad, las vías impugnativas proceden sólo en los casos y 
medios expresamente establecidos por la ley. (Del voto de los Dres. Catalano y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C PALOMBINI, JULIO CÉSAR – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 36.165/12)(Tomo 200:  511/518 – 19/agosto/2015) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia; cuestiones de hecho, prueba y aplicación 
del derecho común. Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 1842/1886.  
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal, si los argumentos que determinarían, a 
criterio de los impugnantes, la afectación de los derechos constitucionales que invocan, son cuestiones que se 
relacionan con temas de hecho, prueba y aplicación del derecho común, aspectos sobre cuyo conocimiento y 
decisión constituye materia reservada a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita del recur-
so del artículo 14 de la Ley 48. 
        La doctrina de la arbitrariedad reviste carácter excepcional, y no resulta apta para corregir sentencias que 
los recurrente estimen equivocadas, sino que atiende sólo a supuestos de gravedad extrema en los que se veri-
fique un apartamiento palmario de la solución prevista en la ley o una absoluta carencia de fundamentación. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Díaz, Kauffman, Posadas  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “C/C TOMÁS 
ARANDA, ROBERTO MARÍN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.446/12)  (Tomo 200: 901/910 - 01/09/2015) 
 
 RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL . Improcedencia; cuestiones de hecho, prueba y aplicación 
del derecho común. Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal deducido a fs. 1210/1225 vta.  
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal, si los argumentos expuestos por el im-
pugnante constituyen planteos que sólo ponen de manifiesto su disconformidad con la valoración de cuestio-
nes de hecho, prueba y aplicación del derecho común, aspectos cuyo conocimiento y decisión constituye ma-
teria reservada a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita del recurso extraordinario del 
artículo 14 de la Ley 48. 
         La arbitrariedad debe caracterizarse por omisiones o desaciertos de gravedad extrema, lo que le confiere 
a la cuestión un carácter excepcional, e impide la apertura de una tercera instancia ordinaria donde puedan 
discutirse decisiones que se estimen equivocadas. 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: "C/C SÁNCHEZ, RAMÓN ANTONIO - RECURSO DE CASACIÓN" (EXPTE. 
N° CJS 37.275/14)(Tomo 200: 341/348 - 19/agosto/2015) 
 
 
 



 
  
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD . Sentencia arbitraria. Sobreseimiento, delitos leves. Incon-
gruencia. Error en la apreciación de las pruebas y las normas legales.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de inconstitucionalidad interpuesto a fs. 215/218 
vta. y, en su mérito, dejar sin efecto la resolución del Tribunal de Impugnación, Sala II de fs. 211/214 y orde-
nar la continuación del proceso según su estado.  
DOCTRINA: El recurso de inconstitucionalidad local sólo opera en casos de sentencias arbitrarias, en el sen-
tido interpretado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, a fin de corregir desaciertos de gravedad 
extrema que las descalifiquen como pronunciamientos judiciales. 
          El auto de sobreseimiento, como pronunciamiento liberatorio de carácter definitivo, sólo puede dictarse 
en función de los motivos taxativamente enunciados en el art. 326 del C.P.P. (texto según Ley 6345 y modifi-
catorias). A las resultas del procedimiento sumario, la posibilidad de emitir este tipo de resolución está expre-
samente prevista por el artículo 357 de dicho ordenamiento procesal, pero las características de esta modali-
dad de investigación informal condicionan notablemente la posibilidad de sobreseer en función de algunas de 
las causales legalmente establecidas. 
         Corresponde hacer lugar al recurso de inconstitucionalidad deducido contra la resolución del Tribunal 
de Impugnación que al admitir la apelación dicta el sobreseimiento de la acusada, si los fundamentos expues-
tos resultan de una notoria incongruencia, pues invocándose como causal la prevista en el artículo 326 inciso 3º del 
Código Procesal Penal -que sólo habilita este tipo de decisión por falta de adecuación a una figura penal-, no se 
hace otra cosa que referir a aspectos de la prueba que permitirían descartar la existencia de la conducta típica 
denunciada. 
         En los procesos por delitos leves, la prueba destinada a establecer con precisión el hecho denunciado 
debe ser producida en juicio, sin que quepan conclusiones anticipadas que en base a los insuficientes elemen-
tos colectados en la etapa preliminar confronten la hipótesis fáctica en que se basa el requerimiento fiscal, 
máxime cuando esa controversia pretenda usarse para dar sustento a una resolución de carácter definitivo 
como el sobreseimiento. (Del voto de los Dres. Cornejo, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Díaz y Kauff-
man) 
           Se debe hacer lugar al recurso de inconstitucionalidad y rechazar la apelación, si el representante del 
Ministerio Público Fiscal ha logrado delinear un caso constitucional por sentencia arbitraria, al haberse dis-
puesto el sobreseimiento de la acusada con prescindencia de la producción de prueba, posible de llevar a cabo 
en el plenario. (Del voto del Dr. Díaz) 
             En materia penal, el recurso de inconstitucionalidad local es el medio para impugnar las sentencias u 
otros pronunciamientos jurisdiccionales con carácter de definitivos dictados por el tribunal de juicio, invocan-
do un motivo especialísimo de derecho consistente en una cuestión de inconstitucionalidad. 
            El estado de certeza necesario para emitir un pronunciamiento liberatorio como el sobreseimiento no 
puede extraerse de cualquier contexto de averiguación de la verdad, sino sólo de un procedimiento que agote 
la recolección de medios aptos para el esclarecimiento del hecho. Únicamente una labor que se encamine en 
tal sentido satisface de modo acabado el fin elemental de la etapa preliminar del proceso y puede servir de 
base a una decisión de carácter definitivo. 
            Corresponde revocar la resolución que dispone el sobreseimiento desincriminando definitivamente a la 
imputada, sobre la base de una exclusiva responsabilidad de la víctima en el aciago suceso que desencadenara 
su muerte, lo que aún no ha podido establecerse definitiva y categóricamente, por cuanto tal declaración judi-
cial presupone una investigación agotada en lo que respecta a la producción de diligencias probatorias, y se ha 
incurrido en errores de apreciación de la prueba y de las normas legales, lo que tornaría arbitrario el pronun-
ciamiento atacado. (Del voto del Dr. Catalano) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano.    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C BERTOLÍN, GENY VIVIANA - RECURSO DE INCONSTITUCIONA-
LIDAD” (Expte. Nº CJS 37.478/14) (Tomo 200: 609/622 - 19/agosto/2015) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
        
 


